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El reconocimiento y ejecución en España de resoluciones judiciales dictadas en el Reino Unido: impli-
caciones de la ratificación por el Reino Unido del Convenio de La Haya de 2019

Desde el inicio de su salida de la Unión Europea, el Reino Unido ha tratado de adherirse a instrumentos in-
ternacionales que faciliten el reconocimiento y la ejecución en los Estados miembros de la Unión Europea de 
las sentencias dictadas en el Reino Unido. Tras el rechazo de su adhesión al Convenio de Lugano de 2007, el 
Reino Unido ratificó el Convenio de La Haya de 2019 sobre el Reconocimiento y la Ejecución de Sentencias 
Extranjeras en Materia Civil y Comercial, que entrará en vigor entre el Reino Unido y los Estados miembros de 
la Unión Europea el 1 de julio de 2025.

El propósito de este artículo es explicar las implicaciones del Convenio de La Haya de 2019 en el recono-
cimiento y la ejecución en la Unión Europea (y en particular en España) de sentencias del Reino Unido, el 
funcionamiento del Convenio de La Haya de 2019 y su interrelación con otros instrumentos sobre la materia: 
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el Convenio de Bruselas I-BIS, el Convenio de la Haya de 2005 sobre Acuerdos de Elección del Foro (al que el 
Convenio de La Haya de 2019 complementa) y la Ley española de Cooperación Jurídica internacional. 
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Recognition and enforcement of UK judgments  in Spain: legal implications of the UK ratifying the 
2019 Hague Convention on the recognition and enforcement of foreign judgments in civil or com-
mercial matters

Since leaving the EU, the UK has sought to adhere to international rules that facilitate the recognition and 
enforcement of UK judgments in the EU. Following the UK’s failed attempt to accede to the 2007 Lugano 
Convention, the UK ratified the 2019 Hague Convention on the recognition and enforcement of foreign 
judgments in civil and commercial matters, which will come into force between the UK and the EU on 1 July 
2025.

This article explains how the 2019 Hague Convention affects the recognition and enforcement of UK judgments 
in the EU, especially in Spain. It also describes how the 2019 Hague Convention applies and how it interacts 
with similar rules, including the Brussels I-BIS Regulation; the 2005 Hague Convention on choice of court 
agreements, which the 2019 Hague Convention complements; and the Law on international legal cooperation.
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vention, Lugano Convention.
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1.	 Introducción y contexto

La salida del Reino Unido de la Unión Europea afectó notablemente a las relaciones entre ambas 
partes y, en particular, en lo que aquí interesa, al régimen de reconocimiento y ejecución en la 
Unión Europea de la resoluciones judiciales en materia civil y mercantil dictadas en el Reino Unido 
y viceversa1. 

El Brexit provocó en concreto que dejaran de ser de aplicación a las relaciones entre el Reino Uni-
do y otros Estados2 (i) el Reglamento (UE) N.º 1215/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 12 de diciembre de 2012, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución 
de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil (el “Reglamento 1215” o el “Convenio de 

1  Analizamos en detalle esta cuestión en LÓPEZ DE ARGUMEDO PIÑEIRO, Álvaro; MARTÍNEZ ÁLVAREZ, Atenea (2020). El reconocimiento y ejecución 
en España de resoluciones judiciales dictadas en Reino Unido tras el Brexit. Actualidad Jurídica Uría Menéndez, 54, pp. 105-122.

2  Artículos 126, 2.e y 67.2.a y del Acuerdo sobre la retirada del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea y de la Comunidad 
Europea de la Energía Atómica, publicado el 12 de noviembre de 2019 (“Acuerdo de Retirada”), sin perjuicio del régimen transitorio previsto en ellos.

https://intranet01/Biblioteca/es/Articulos/Details?id=169234
https://intranet01/Biblioteca/es/Articulos/Details?id=169234
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Bruselas I-BIS”), que regula el reconocimiento automático (i. e., sin necesidad de exequatur) de 
sentencias entre los países de la Unión Europea; y (ii) el Convenio relativo a la competencia ju-
dicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil, 
firmado en Lugano el 30 de octubre de 2007 por la Comunidad Europea, Dinamarca, Islandia, 
Noruega y Suiza (el “Convenio de Lugano”), cuyo ámbito de aplicación material es paralelo al del 
Reglamento 12153, y que, si bien no regula el reconocimiento automático, contiene un régimen 
muy favorable a este.

Para paliar los efectos de lo anterior, y con el fin de evitar en lo posible que los Estados de la Unión 
Europea debieran acudir a sus legislaciones nacionales para reconocer las sentencias que se dic-
tasen en el Reino Unido (y viceversa), este trató sin éxito de adherirse al Convenio de Lugano4 y 
se adhirió el 28 de septiembre de 2020 al Convenio de La Haya de 30 de junio de 2005 sobre 
Acuerdos de Elección de Foro (el “Convenio de La Haya de 2005”)5.

Con la misma finalidad, el Reino Unido ratificó el 27 de junio de 2024 la Convención de La Haya 
de 2 de julio de 2019 sobre el Reconocimiento y la Ejecución de Sentencias Extranjeras en Materia 
Civil y Comercial (el “Convenio de La Haya de 2019” o, simplemente, el “Convenio”). 

Ello es consecuencia de que el Convenio de La Haya de 2005 solo es aplicable al reconocimiento y 
ejecución de las sentencias dictadas en virtud de acuerdos exclusivos de elección del foro, mientras 
que Convenio de La Haya de 2019 está diseñado para ser aplicado cuando no existe un acuerdo de 
elección del foro o este es no exclusivo. Ambos convenios (el de 2005 y el de 2019) son comple-
mentarios. 

Lo anterior se debe a que, inicialmente, la Conferencia de La Haya del Derecho Internacional 
Privado (la “Conferencia”) trató de alcanzar un consenso sobre un convenio aplicable a la com-
petencia judicial internacional y al reconocimiento y ejecución de sentencias sobre materia civil y 
mercantil. Ante la dificultad para alcanzar acuerdos al respecto entre las partes negociadoras, la 
Conferencia decidió reducir el ámbito de ese proyecto y tratar primero de aprobar un convenio 
sobre la efectividad de los acuerdos exclusivos de elección del foro y el reconocimiento y la ejecu-
ción de las sentencias dictadas sobre la base de esos acuerdos, materia sobre la que existía mayor 
consenso en la Conferencia. Esa iniciativa dio lugar al Convenio de La Haya de 2005. 

Con posterioridad, la Conferencia trabajó para la aprobación de un convenio que permitiera el re-
conocimiento y la ejecución de sentencias sobre materia civil y mercantil en supuestos no contem-
plados en el Convenio de La Haya de 2005 (es decir, sentencias dictadas en virtud de acuerdos no 
exclusivos de elección del foro o dictadas en aquellos casos en los que no existe acuerdo alguno 

3  Vid. artículo 1 del Convenio de Lugano.

4  Vid. apartado 2 de este artículo.

5  Por lo que el Convenio de La Haya de 2005 entró en vigor para Reino Unido el 1 de enero de 2021 en virtud de lo dispuesto en el artículo 31.2.a) de 
ese convenio.
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entre las partes al respecto)6. El resultado fue el Convenio de La Haya de 2019, que entró en vigor 
para los países de la Unión Europea7 y para Ucrania el 1 de septiembre de 2023.

En consecuencia, el Convenio de La Haya de 2019 será aplicable a partir del próximo 1 de julio de 
20258 al reconocimiento y ejecución en la Unión Europea9 de resoluciones del Reino Unido que 
hayan sido dictadas en procedimientos iniciados tras esa fecha, y viceversa10. 

Como se verá, la aplicación del Convenio de La Haya de 2019 podrá favorecer el reconocimiento 
de las sentencias del Reino Unido en la Unión Europea en algunos supuestos. En todo caso, se-
guirá siendo necesario acudir a las legislaciones nacionales de los Estados miembros de la Unión 
Europea en cuanto al procedimiento para poder reconocer en ellos las sentencias que se dicten 
en el Reino Unido.

2.	 El rechazo de la Unión Europea a la adhesión del 
Reino Unido al Convenio de Lugano y la ratificación 
del Convenio de La Haya de 2019 por la Unión 
Europea y el Reino Unido

Como se indica en el apartado anterior, tras el Brexit, el Reino Unido trató de adherirse al Conve-
nio de Lugano. Para ello, presentó la correspondiente solicitud el 8 de abril de 2020.

Suiza, Islandia y Noruega aceptaron la solicitud de adhesión del Reino Unido, pero la Comisión 
Europea la rechazó el 9 de julio de 202111 y la Unión Europea no la ha aceptado hasta la fecha. En 
consecuencia, el Reino Unido no ha podido adherirse por el momento al Convenio de Lugano12. 

La Comunicación de la Comisión Europea al Parlamento Europeo y al Consejo sobre la evaluación 
relativa a la solicitud de adhesión del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte al Convenio 
de Lugano de 2007, de 4 de mayo de 2021, justifica la negativa a la adhesión del Reino Unido al 

6  Lo explican, entre otros muchos, GARCIMARTÍN, Francisco y SAUMIER, Geneviève (2020). Explanatory Report on the Convention of 2 July 2019 on the 
Recognition and Enforcement of Foreign Judgments in Civil or Commercial Matters. The Hague: HCCH, pp. 44-46, párrafos 3-6.

7  Salvo Dinamarca.

8  En virtud de los artículos 28.2(a) y 29.2 del Convenio y salvo que la Unión Europea notifique al depositario del Convenio en o antes del 27 de junio de 
2025 que la ratificación llevada a cabo por el Reino Unido no tendrá el efecto de establecer relaciones entre la Unión Europea y el Reino Unido de acuerdo 
con el Convenio, lo cual en nuestra opinión es altamente improbable. El apartado 2 de este artículo trata la cuestión.

9  Salvo en Dinamarca. 

10  Artículo 16 del Convenio.

11  https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=COM:2021:222:FIN. 

12  El artículo 72 del Convenio de Lugano (aplicable a la adhesión del Reino Unido en virtud del artículo 70.1.c, puesto que no es un Estado miembro 
de la Asociación Europea de Libre Cambio) exige como como condición para la adhesión de un tercer Estado el consentimiento de todas las partes del 
Convenio de Lugano.

https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=COM:2021:222:FIN
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Convenio de Lugano en los siguientes términos13: “Aunque el Convenio [de Lugano] está, en prin-
cipio, abierto a la adhesión de «cualquier otro Estado» tras la solicitud del depositario posterior al 
acuerdo unánime de las Partes contratantes (véase anteriormente), no constituye el marco general 
adecuado para la cooperación judicial con cualquier tercer país. No va dirigido a todos los terceros 
países, como se desprende del hecho de que, desde 1988 (año en que se acordó el primer Convenio 
de Lugano), únicamente Polonia se ha adherido al Convenio como tercer país, pero lo hizo como 
paso en su camino hacia la adhesión a la UE. Ningún tercer país distinto de los países de la AELC 
y el EEE es Parte en el Convenio. Desde el 1 de enero de 2021, el Reino Unido es un tercer país con 
un acuerdo de libre comercio «ordinario» que facilita el comercio pero no incluye ninguna de las 
libertades fundamentales o las políticas del mercado interior”.

En la misma comunicación, la Comisión Europea indica que14 “el marco adecuado para la coopera-
ción judicial en materia civil con terceros países es el establecido en los Convenios multilaterales de 
La Haya, es decir, el Convenio de La Haya sobre Acuerdos de Elección de Foro de 2005 y la Conven-
ción de La Haya sobre Sentencias Extranjeras de 2019”.

A la vista de todo ello, parece improbable que la Unión Europea consienta la adhesión del Reino 
Unido al Convenio de Lugano en un futuro próximo, y también que la Unión Europea se oponga 
a que el Convenio de La Haya de 2019 le vincule frente al Reino Unido en virtud del artículo 29.2 
de ese Convenio.

La Unión Europea se adhirió al Convenio de La Haya de 2019 el 29 de agosto de 202215 y ha de-
clarado que no lo aplicará a los arrendamientos no residenciales de bienes inmuebles situados en 
la Unión Europea.

El Reino Unido, por su parte, firmó el Convenio el 12 de enero de 2024 y lo ratificó el pasado 25 
de junio de 2024.

13  Comunicación de la Comisión Europea al Parlamento Europeo y al Consejo sobre la evaluación relativa a la solicitud de adhesión del Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte al Convenio de Lugano de 2007, de 4 de mayo de 2021, página 4.

14  Comunicación de la Comisión Europea al Parlamento Europeo y al Consejo sobre la evaluación relativa a la solicitud de adhesión del Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte al Convenio de Lugano de 2007, de 4 de mayo de 2021, página 4.

15  Previa adopción de la Decisión (UE) 2022/1206 del Consejo, de 12 de julio de 2022, relativa a la adhesión de la Unión Europea al Convenio sobre el 
Reconocimiento y la Ejecución de Resoluciones Judiciales Extranjeras en materia Civil o Mercantil.
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3.	 El régimen de reconocimiento en España de las 
resoluciones judiciales dictadas en el Reino Unido a 
partir de la entrada en vigor del Convenio de La Haya 
de 2019 entre el Reino Unido y la Unión Europea

3.1.	 Previo: régimen actual y cambios principales tras la entrada en vigor 
del Convenio de La Haya de 2019

En la actualidad, las sentencias del Reino Unido se reconocen en los Estados miembros de la Unión 
Europea:

i.	 De acuerdo con las disposiciones del Convenio de Bruselas I-BIS si han sido dictadas en un 
procedimiento incoado con anterioridad al 1 de enero de 2021 (según el régimen transito-
rio previsto en el Acuerdo de Retirada16).

ii.	 De acuerdo con las disposiciones del Convenio de La Haya de 2005 en el caso de reso-
luciones dictadas sobre la base de un acuerdo exclusivo de elección del foro suscrito con 
posterioridad al 31 de diciembre de 2020 que, además, estén comprendidas en el ámbito 
objetivo de ese convenio (y no se refieran a contratos de seguro, salvo en los casos expre-
samente previstos en la declaración formulada por la Unión Europea al respecto).

iii.	 De acuerdo con la legislación nacional de cada Estado miembro, que en nuestro caso es la 
Ley 29/2015, de 30 de julio, de cooperación jurídica internacional en materia civil (“Ley de 
Cooperación Jurídica” o “LCJI”), en el resto de supuestos. 

De los anteriores instrumentos, solo el Convenio de Bruselas I-BIS (que no es de aplicación a las 
sentencias dictadas en procedimientos incoados en el Reino Unido a partir del 1 de enero de 2021) 
excluye la necesidad de exequatur. Esto es, esas sentencias se pueden ejecutar directamente, sin 
necesidad de reconocimiento.

La ratificación del Convenio de La Haya de 2019 por el Reino Unido supone que podrá ser de 
aplicación al reconocimiento y ejecución de las resoluciones judiciales dictadas tanto en el Reino 
Unido como en la Unión Europea en procedimientos iniciados a partir del 1 de julio de 202517 que 
entren dentro del ámbito de aplicación material del Convenio de La Haya de 2019 (que se exami-
na en el apartado siguiente). En consecuencia, tras la entrada en vigor del Convenio de La Haya 
de 2019 para el Reino Unido, la legislación nacional de cada Estado miembro solo será aplicable 
al reconocimiento y ejecución de resoluciones del Reino Unido cuando (i) no sean aplicables el 
Convenio de Bruselas I-BIS, el Convenio de La Haya de 2005 o el Convenio de La Haya de 2019; 

16  Vid. artículo 67.2.a del Acuerdo de Retirada.

17  De acuerdo con el artículo 16 del Convenio de La Haya de 2019.
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o (ii) resulte aplicable el Convenio de La Haya de 2019 o el Convenio de La Haya de 200518, pero 
la legislación nacional sea más favorable al reconocimiento, en virtud del artículo 15 del Convenio 
de La Haya de 201919.

El siguiente gráfico explica de manera ilustrativa cómo sería la situación a partir del 1 de julio de 
202520:

¿Se aplica el 
Convenio de 
Bruselas I-BIS?

¿Se aplica el 
Convenio de La 
Haya de 2005?

¿Se aplica el 
Convenio de La 
Haya de 2019?

Procedimiento iniciado antes del 31-XII-
2020 (en UK o EU) y la sentencia se dicta 
con posterioridad a 31-XII-2020

> La situación no cambia con la firma 
del Convenio de 2019

Sí No No

Procedimiento iniciado sobre la base 
de acuerdo de sumisión exclusivo 
acordado antes del 31-XII-2020, pero el 
procedimiento correspondiente se inicia 
con posterioridad al 31-XII-2020

> La situación no cambia con la firma 
del Convenio de 2019

No No No

Procedimiento iniciado sobre la base de 
acuerdo de sumisión exclusivo posterior 
al 31-XII-2020 y, por tanto, la sentencia se 
dicta con posterioridad al 31-XII-2020

> La situación cambia con la firma  
del Convenio de 2019

No Sí Sí, si el 
procedimiento se 
ha iniciado tras el 
30-VI-2025

Procedimiento iniciado con posterioridad 
al 30-VI-2025

> La situación cambia con la firma  
del Convenio de 2019

No Sí, si la sentencia 
deriva de un 
acuerdo de 
sumisión exclusivo 
posterior al 31-XII-
2020 (supuesto 
anterior)

Sí*, porque el 
procedimiento se 
ha iniciado tras el 
30-VI-2025

* Incluyendo las sentencias dictadas sobre la base de acuerdos exclusivos y no exclusivos de elección del foro (independientemente de 
la fecha en que se hayan suscrito esos acuerdos) y las sentencias no dictadas sobre la base de acuerdos de elección del foro.

18   Vid. apartado 3.3.1 de este artículo.

19   Vid. apartado 3.3.3 de este artículo.

20   Vid. LÓPEZ DE ARGUMEDO PIÑEIRO, Álvaro; MARTÍNEZ ÁLVAREZ, Atenea (2020). El reconocimiento y ejecución en España de resoluciones 
judiciales dictadas en Reino Unido tras el Brexit. Actualidad Jurídica Uría Menéndez, 54, p. 113.

https://intranet01/Biblioteca/es/Articulos/Details?id=169234
https://intranet01/Biblioteca/es/Articulos/Details?id=169234
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3.2.	 Ámbito objetivo del Convenio de La Haya de 2019

Las resoluciones dictadas en procedimientos iniciados tras el 1 de julio de 2015 en el Reino Unido 
serán susceptibles de ser reconocidas y ejecutadas en la Unión Europea conforme al Convenio de 
La Haya de 2019 siempre que (a) versen sobre materia civil y comercial; (b) no se hayan suscitado 
en el procedimiento del que derivan, salvo de forma preliminar21, las materias que el Convenio de 
La Haya de 2019 excluye22; y (c) no se refieran a arrendamientos no residenciales de inmuebles 
situados en la Unión Europea, pues la Unión Europea declaró que no aplicaría el Convenio en esos 
casos. 

El Convenio de La Haya de 2019 prevé expresamente que será de aplicación a las sentencias 
dictadas con base en acuerdos no exclusivos de elección de foro23, que están fuera del ámbito de 
aplicación del Convenio de La Haya de 200524.

Además, el Convenio de La Haya de 2019 no excluye las sentencias dictadas con base en acuer-
dos exclusivos de elección foro (que entrarían en el ámbito objetivo del Convenio de La Haya de 
2005). 

En consecuencia, una sentencia dictada en virtud de un acuerdo exclusivo de elección del foro que 
verse sobre materias incluidas tanto en el ámbito objetivo del Convenio de La Haya de 2005 como 
del de 2019 podría reconocerse bajo los dos instrumentos, y deberá ser reconocida si uno de ellos 
lo dispone25. Y una sentencia dictada en virtud de un acuerdo exclusivo de elección del foro, que 
verse sobre materias incluidas solo en el ámbito objetivo del Convenio de La Haya de 2019 (y no 
en el ámbito objetivo del Convenio de La Haya de 2005)26, podrá ser reconocida en virtud del 
Convenio de La Haya de 2019, pero no al amparo del Convenio de La Haya de 2005.

De entre las materias a las que no resulta de aplicación el Convenio de La Haya de 201927 cabe 
destacar las siguientes (que sí entrarían en el ámbito objetivo del Reglamento 1215, de resul-
tar este aplicable)28: (i) transporte de pasajeros y mercaderías; (ii) contaminación marina en de-
terminados supuestos, limitación de responsabilidad en materia marítima y averías gruesas; (iii) 
responsabilidad por daños nucleares; (iv) validez, nulidad, y disolución de personas jurídicas y 
asociaciones y validez de las decisiones de estas; (v) validez de inscripciones en registros públicos; 
(vi) difamación; (vii) privacidad; (viii) derecho a la “vida privada” (intellectual property y propriété 

21  Artículo 2.2 del Convenio de La Haya de 2019.

22  Artículo 2.1 y 2.3 del Convenio de La Haya de 2019.

23  Siempre y cuando esas sentencias versen sobre materias incluidas en el ámbito objetivo del Convenio. 

24  Artículo 1 del Convenio de La Haya de 2005.

25  Vid. en este sentido GARCIMARTÍN, Francisco y SAUMIER, Geneviève (2020). Explanatory Report on the Convention of 2 July 2019 on the Recognition 
and Enforcement of Foreign Judgments in Civil or Commercial Matters. The Hague: HCCH, pp. 164 y 165, párrafos 376-378.

26  Vid. GARCIMARTÍN, Francisco y SAUMIER, Geneviève (2020). Explanatory Report on the Convention of 2 July 2019 on the Recognition and 
Enforcement of Foreign Judgments in Civil or Commercial Matters. The Hague: HCCH, p. 56, párrafo 44, según el cual el ámbito material de aplicación del 
Convenio de La Haya de 2019 es más amplio que el del Convenio de La Haya de 2005.

27  Su ámbito material está definido en el artículo 2.1 del Convenio.

28  Por no estar excluidas del ámbito de aplicación del Reglamento 1215 en virtud de su artículo 1.
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intellectuelle en las versiones en inglés y francés29, respectivamente); y (ix) restricciones a la libre 
competencia, salvo en determinados supuestos cuando la conducta anticompetitiva y sus efectos 
hayan ocurrido en el Estado en que se haya dictado la sentencia cuyo reconocimiento se pretende. 

La exclusión de las citadas materias se debe principalmente a la existencia de otros convenios 
internacionales que las regulan o a su carácter sensible para algunos Estados30. 

Además, el Convenio de La Haya de 2019 no es de aplicación al exequatur de medidas cautelares31, 
que sí está contemplado en el Convenio de Bruselas I-BIS32.

Como consecuencia de todo ello, el ámbito objetivo del Convenio de La Haya de 2019 es mucho 
más reducido que el del Reglamento 1215. Por tanto, la LCJI continuará siendo de aplicación a 
los supuestos que queden fuera del ámbito de aplicación del Convenio (en aquellos supuestos en 
los que no resulte aplicable el Convenio de Bruselas I-BIS). Ello porque, sin perjuicio del régimen 
transitorio previsto en artículo 67.2.a del Acuerdo de Retirada, el Reglamento 1215 no es ya de 
aplicación a las sentencias dictadas en el Reino Unido.

3.3.	 Reconocimiento y ejecución de sentencias conforme al Convenio de La 
Haya de 2019

3.3.1.	 NOTAS GENERALES Y PROCEDIMIENTO DE EXEQUATUR; SEMEJANZAS CON EL 
CONVENIO DE LA HAYA DE 2005

Al igual que sucede en el caso del Convenio de La Haya de 2005, el Convenio de La Haya de 2019 
no excluye el procedimiento de exequatur ni permite, por tanto, el reconocimiento automático de 
las sentencias extranjeras. 

El Convenio de La Haya de 2019 establece que el procedimiento para el exequatur se regirá por el 
derecho del Estado requerido, pero el reconocimiento y la ejecución solo se podrán denegar por 
las causas previstas en el Convenio33. En consecuencia, cuando se pretenda el reconocimiento y 
ejecución en España de una resolución extranjera al amparo del Convenio deberá estarse al pro-
cedimiento previsto en los artículos 50 y ss. de la LCJI. El Convenio indica la documentación que 
debe presentarse ante el tribunal competente del Estado requerido en su artículo 12.

29  Que son las originales de conformidad con el Convenio.

30  Sobre esta cuestión, GARCIMARTÍN, Francisco y SAUMIER, Geneviève (2020): Explanatory Report on the Convention of 2 July 2019 on the 
Recognition and Enforcement of Foreign Judgments in Civil or Commercial Matters. The Hague: HCCH, p. 56, párrafo 44; SÁNCHEZ FERNÁNDEZ, Sara 
(2021). El convenio de La Haya de reconocimiento y ejecución de sentencias: arquitectura y algunos problemas seleccionados. Revista Española de 
Derecho Internacional, vol. 73, 1, pp. 237-238; WILDERSPIN, Michael y VYSOKA, Lenka (2020). The 2019 Hague Judgments Convention through European 
lenses. NIPR, 2020 Alf. 1, p. 44; CLOVER ALCOLEA, Lucas (2020). The 2005 Hague Choice of Court and the 2019 Hague Judgments Conventions: Rivals, 
Alternatives or Something Else? McGill Journal of Dispute Resolution (Forthcoming), 6, p. 193.

31  En virtud de su artículo 3.1.(b), según el cual las medidas provisionales y cautelares no son consideradas sentencias a efectos de la aplicación del 
Convenio.

32  Artículo 2(a) del Reglamento 1215.

33  Artículo 8.1 del Convenio de La Haya de 2005 y 4.1 del Convenio de La Haya de 2019; 14 del Convenio de La Haya de 2005 y 13.1 del Convenio de 
La Haya de 2019. 
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El Convenio de La Haya de 2019 resalta que el tribunal del Estado requerido no podrá revisar el 
fondo de la sentencia objeto de exequatur. También lo hace el Convenio de La Haya de 200534.

Ambos convenios permiten el reconocimiento parcial de sentencias35 y amparan la ejecución (que 
no el reconocimiento36) de transacciones judiciales, en el sentido de transacciones “que ha apro-
bado un tribunal de un Estado contratante o que han sido celebradas en el curso de un procedi-
miento ante un tribunal de un Estado contratante”, siempre que esas transacciones judiciales sea 
ejecutables en el Estado de origen al igual que una sentencia37.

Las semejanzas entre ambos convenios no son en absoluto casualidad, pues ambos fueron idea-
dos para coexistir y formar parte del mismo sistema de reconocimiento y ejecución38, de forma 
que el Convenio de La Haya de 2019 complementa al Convenio de La Haya de 200539.

3.3.2.	PRESUPUESTO PARA EL RECONOCIMIENTO Y LA EJECUCIÓN EN EL CONVENIO DE LA 
HAYA DE 2019

Una de las principales diferencias entre el Convenio de La Haya de 2005 y el de 2019 es que el se-
gundo prevé que el reconocimiento y la ejecución puedan denegarse si no concurre alguna de las 
circunstancias previstas en los artículos 5 y 6 del Convenio, relativas a la competencia del tribunal 
de origen. En otras palabras, para que una sentencia pueda ser reconocida de conformidad con el 
Convenio de La Haya de 2019, debe cumplirse alguna de las siguientes condiciones40:

i.	 Que el demandado en sede de exequatur: 

A.	 haya tenido su residencia habitual en el Estado de origen en el momento en que se 
constituyó en parte en el procedimiento que dio lugar a la sentencia objeto de exe-
quatur (en adelante el “procedimiento de origen”)41; o

B.	 haya presentado la demanda en el procedimiento original que dio lugar a la senten-
cia objeto de exequatur (de modo que probablemente haya visto desestimadas sus 

34   Artículo 8.2 del Convenio de La Haya de 2005 y 4.2 del Convenio de La Haya de 2019.

35   Artículo 15 del Convenio de La Haya de 2005 y 9 del Convenio de La Haya de 2019.

36   GARCIMARTÍN, Francisco y SAUMIER, Geneviève (2020). Explanatory Report on the Convention of 2 July 2019 on the Recognition and Enforcement 
of Foreign Judgments in Civil or Commercial Matters. The Hague: HCCH, p. 165, párrafo 298.

37   Artículo 12 del Convenio de La Haya de 2005 y 11 del Convenio de La Haya de 2019.

38   Así se desprende de la propia introducción del Convenio de La Haya de 2019: “Las Partes Contratantes de la presente Convención (...) Convencidas 
de que para reforzar la cooperación judicial se requiere, en particular, un régimen jurídico internacional que aporte una mayor previsibilidad y seguridad 
jurídica en relación con la circulación global de sentencias extranjeras, y que complemente al Convenio de 30 de junio de 2005 sobre Acuerdos de 
Elección de Foro, Han resuelto concluir la presente Convención a tal efecto y han acordado las siguientes disposiciones (...)”.

39   GARCIMARTÍN, Francisco y SAUMIER, Geneviève (2020). Explanatory Report on the Convention of 2 July 2019 on the Recognition and Enforcement 
of Foreign Judgments in Civil or Commercial Matters. The Hague: HCCH, p. 49.

40   El Anexo I de este artículo incluye una tabla ilustrativa.

41   Artículo 5.1.(a) del Convenio.
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pretensiones en ese procedimiento), sin que una reconvención pueda considerarse 
demanda a estos efectos42; o 

C.	 haya tenido una sucursal, agencia o establecimiento sin personalidad jurídica propia 
sobre cuyas actividades verse la sentencia objeto de exequatur en el Estado de origen 
en el momento en que se constituyó en parte en el procedimiento de origen43; o

D.	 haya aceptado expresa44 o tácitamente45 la competencia del tribunal de origen en el 
procedimiento de origen; o

E.	 en caso de ser una persona física, haya tenido el centro principal de sus negocios 
sobre cuyas actividades verse la sentencia objeto de exequatur en el Estado de origen 
en el momento en que se constituyó en parte en el procedimiento de origen46.

F.	 En todos los casos, se trata de circunstancias que (i) constatan un vínculo objetivo 
entre el demandado en sede de exequatur y el tribunal que debe conocer del litigo 
principal como condición para que el reconocimiento y la ejecución de la sentencia 
en cuestión sean posibles al amparo del Convenio (supuestos a, c y e más arriba), o 
(ii) implican que el demandado en sede de exequatur se ha sometido a la jurisdicción 
del tribunal que ha conocido del litigio principal (supuestos b y d más arriba).

ii.	 Que la sentencia objeto de exequatur:

A.	 verse sobre una obligación contractual:

•	que debía ejecutarse en el Estado de origen47; o

•	garantizada por un derecho real sobre un inmueble situado en el Estado de origen 
(siempre que en el procedimiento de origen se haya demandado al obligado prin-
cipal también en relación con ese derecho real)48; o

42   Artículo 5.1.(c) del Convenio.

43   Artículo 5.1.(d) del Convenio.

44   Artículo 5.1.(e) del Convenio. Cuando el demandado en sede de exequatur sea un consumidor en materias relativas a un contrato de consumo, o un 
trabajador en materias relativas a un contrato de trabajo, este artículo solo será de aplicación si el consentimiento se prestó ante el tribunal (ex artículo 
5.2.(a) del Convenio)

45   Conforme a lo dispuesto en el artículo 5.1.(f) del Convenio. Este artículo no es de aplicación cuando el demandado en sede de exequatur sea 
un consumidor en materias relativas a un contrato de consumo, o un trabajador en materias relativas a un contrato de trabajo (ex artículo 5.2.(b) del 
Convenio).

46   Artículo 5.1.(b) del Convenio.

47   Conforme a lo dispuesto en el artículo 5.1.(g) del Convenio. Este artículo no es de aplicación cuando el demandado en sede de exequatur sea 
un consumidor en materias relativas a un contrato de consumo, o un trabajador en materias relativas a un contrato de trabajo (ex artículo 5.2.(b) del 
Convenio).

48   Artículo 5.1.(I) del Convenio.
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B.	 �verse sobre el arrendamiento de un inmueble situado en el Estado de origen49 (si 
bien la Unión Europea ha declarado que no aplicará el Convenio a los arrendamien-
tos no residenciales de bienes inmuebles situados en la Unión Europea50, lo que se 
debe a que esa es una competencia exclusiva de los tribunales del Estado miembro 
donde esté situado el inmueble —salvo en el caso de algunos arrendamientos para 
uso particular, en relación con los que serán también competentes los tribunales del 
Estado miembro donde esté domiciliado el demandado—51); o

C.	 �verse sobre un trust52 y, en el momento de inicio de procedimiento de origen, en el 
instrumento constitutivo del trust 53: o

•	el tribunal de origen estuviera designado como competente54; o

•	el Estado de origen estuviera designado expresa o tácitamente como aquel en que 
el trust tenía su administración principal; o

D.	 verse sobre una reconvención:

•	que ha prosperado y deriva de la misma relación jurídica o hechos que la deman-
da55; o

•	que ha sido desestimada (salvo que el derecho del Estado de origen exigiera el 
planteamiento de la reconvención para evitar la preclusión de la acción ejercitada 
por esa vía)56. 

Las circunstancias descritas en este apartado ii, o bien indican una relación objetiva 
entre litigio y el tribunal que debe conocer de este a título principal como condición 
para que el reconocimiento y la ejecución de la sentencia en cuestión sean posibles 
al amparo del Convenio, o bien reflejan que el demandado en sede de exequatur 
ha aceptado la competencia del tribunal de origen (es el caso de los supuestos c-i 
y d más arriba).

49  Artículo 5.1.(h) del Convenio.

50  Vid. apartado 2 de este artículo.

51  Vid. artículo 24.1 del Reglamento 1215.

52  El artículo 2 del Convenio de 1 de julio de 1985 sobre la Ley Aplicable al Trust y a su Reconocimiento hecho en La Haya define trust como “las 
relaciones jurídicas creadas -por acto inter vivos o mortis causa- por una persona, el constituyente, mediante la colocación de bienes bajo el control de un 
trustee en interés de un beneficiario o con un fin determinado”. Vid. GARCIMARTÍN, Francisco y SAUMIER, Geneviève (2020). Explanatory Report on the 
Convention of 2 July 2019 on the Recognition and Enforcement of Foreign Judgments in Civil or Commercial Matters. The Hague: HCCH, p. 103, párrafo 200.

53  Conforme a lo dispuesto en el artículo 5.1.(k) del Convenio.

54  No es necesario que esa designación sea exclusiva. Vid. GARCIMARTÍN, Francisco y SAUMIER, Geneviève (2020). Explanatory Report on the 
Convention of 2 July 2019 on the Recognition and Enforcement of Foreign Judgments in Civil or Commercial Matters. The Hague: HCCH, p. 103, párrafo 
202.

55  Artículo 5.1.(l)(i) del Convenio.

56  Artículo 5.1.(l)(ii) del Convenio.
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iii.	 Que el tribunal del Estado de origen haya sido designado por las partes por un medio 
distinto a un acuerdo exclusivo de elección del foro57.

Como excepciones a lo anterior, en primer lugar, si la sentencia objeto de exequatur versa sobre el 
arrendamiento de inmuebles destinados a vivienda o sobre la inscripción registral de inmuebles, 
las anteriores reglas no son de aplicación y la sentencia solo será reconocida y ejecutada si el in-
mueble en cuestión está situado en el Estado de origen58.

En segundo lugar, si la sentencia versa sobre derechos reales sobre inmuebles como objeto prin-
cipal59, las anteriores reglas no serán de aplicación y la sentencia solo será reconocida y ejecutada 
si esos inmuebles están situados en el Estado de origen60. Ello se debe a que es habitual que las 
normas internas de derecho internacional privado de cada Estado establezcan que los tribunales 
de ese Estado tienen competencia exclusiva en materia de derechos reales sobre bienes inmuebles 
situados en ese Estado61. 

Todo lo expuesto implica que una resolución dictada sobre la base de un acuerdo exclusivo de 
elección del foro (y, por tanto, por un órgano jurisdiccional designado en ese acuerdo) podría 
llegar a ser reconocida en aplicación del Convenio cuando el órgano jurisdiccional de origen sea 
también competente de conformidad con de uno de los foros previstos en los artículos 5 y 6 del 
Convenio (expuestos en los párrafos anteriores). 

Se produciría en ese supuesto un solapamiento entre el Convenio de La Haya de 2005 y el de 
2019 en el sentido ya indicado al inicio de este apartado62: la resolución podría reconocerse y 
ejecutarse al amparo del Convenio de La Haya de 2005 (aplicable al reconocimiento y ejecución 
de resoluciones dictadas sobre la base de acuerdos exclusivos de elección del foro) y también 
bajo el Convenio de la Haya de 2019 (diseñado para ser de aplicación, en principio, a resoluciones 
judiciales distintas de las derivadas de acuerdos exclusivos de elección del foro, incluyendo las 
sentencias dictadas como consecuencia de acuerdos no exclusivos de elección del foro63).

57   Artículo 5.1.(m) del Convenio, que define acuerdo exclusivo de elección del foro de la misma forma que el artículo 3 del Convenio de La Haya de 
2005: un acuerdo celebrado por dos o más partes, por escrito o por cualquier otro medio de comunicación que pueda hacer accesible la información para 
su ulterior consulta, que designa, con el objeto de conocer de los litigios que hayan surgido o que pudieran surgir respecto a una relación jurídica concreta, 
a los tribunales de un Estado o a uno o más tribunales específicos de un Estado, excluyendo la competencia de cualquier otro tribunal. Este artículo no es 
de aplicación cuando el demandado en sede de exequatur sea un consumidor en materias relativas a un contrato de consumo, o un trabajador en materias 
relativas a un contrato de trabajo (ex artículo 5.2.(b) del Convenio). 

58   Artículo 5.3 del Convenio.

59   GARCIMARTÍN, Francisco y SAUMIER, Geneviève (2020). Explanatory Report on the Convention of 2 July 2019 on the Recognition and Enforcement 
of Foreign Judgments in Civil or Commercial Matters. The Hague: HCCH, p. 111, párrafo 232.

60   Artículo 6 del Convenio.

61   Vid. en el caso de España el artículo 22.a) de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y para todos los Estados miembros de la Unión 
Europea el artículo 24.1 del Reglamento 1215.

62   Vid. apartado 3.3.1 de este artículo.

63   Vid. artículo 5.1.(m) del Convenio. 
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3.3.3.	CAUSAS DE DENEGACIÓN DE RECONOCIMIENTO Y LA EJECUCIÓN PREVISTAS EN EL 
CONVENIO DE LA HAYA DE 2019

El Convenio prevé en sus artículos 7, 8 y 10 una serie de causas de denegación del reconocimiento 
y la ejecución propiamente dichas. Se trata de las siguientes64:

i.	 El documento que dio inicio al procedimiento de origen:

A.	 no fue notificado al demandado en forma y plazo que le permitiera preparar su defen-
sa, salvo que el demandado hubiera aceptado tácitamente la competencia del Estado 
de origen65; o

B.	 fue notificado al demandado en el Estado requerido de forma contraria a los princi-
pios fundamentales del Estado requerido en materia de notificación de documentos66.

ii.	 La sentencia objeto de exequatur:

A.	 fue obtenida con fraude67;

B.	 otorga daños y perjuicios no destinados a indemnizar a una parte por el perjuicio que 
haya podido sufrir (por ejemplo, daños punitivos o ejemplarizantes)68; 

C.	 se fundamenta en una decisión sobre69: 

•	una cuestión preliminar que queda fuera del ámbito objetivo del Convenio; o

•	una cuestión preliminar sobre derechos reales sobre inmuebles que ha sido decidida 
por un tribunal distinto del Estado donde se sitúan los inmuebles en cuestión;

D.	 Es incompatible con una sentencia:

•	dictada en el Estado requerido en un litigio entre las mismas partes (no necesaria-
mente en relación con el mismo objeto ni de forma previa a la sentencia objeto de 
reconocimiento70); o

64  El Anexo II de este artículo incluye una tabla ilustrativa.

65  Conforme al artículo 7.1.(a)(i) del Convenio, según el cual, además, la aceptación tácita de la competencia no podría impedir la aplicación de este 
motivo para denegar el exequatur cuando la legislación del Estado de origen no permita la impugnación de notificaciones de inicio de procedimientos 
judiciales.

66  Artículo 7.1.(a)(ii) del Convenio.

67  Artículo 7.1.(b) del Convenio.

68  Artículo 10 del Convenio, que prevé la posibilidad de reconocer parcialmente los daños incluidos en la sentencia.

69  Artículo 8.2 del Convenio.

70  Artículo 7.1.(e) del Convenio. Vid. GARCIMARTÍN, Francisco y SAUMIER, Geneviève (2020). Explanatory Report on the Convention of 2 July 2019 on 
the Recognition and Enforcement of Foreign Judgments in Civil or Commercial Matters. The Hague: HCCH, pp. 122 y 123, párrafo 271. 
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•	dictada previamente en otro Estado en un litigio entre las mismas partes y con el 
mismo objeto y que cumpla las condiciones para ser reconocida en el Estado re-
querido71.

iii.	 Existe un procedimiento pendiente en el Estado requerido, iniciado antes que el procedi-
miento de origen, entre las mismas partes del procedimiento de origen, sobre el mismo 
objeto y que está estrechamente vinculado con el procedimiento de origen72.

iv.	 El reconocimiento o la ejecución son manifiestamente incompatibles con el orden público 
del Estado requerido, en particular si durante el procedimiento de origen se infringieron 
los principios fundamentales de equidad procesal (procedural fairness en la versión en in-
glés, asimilable al concepto de due process73) del Estado requerido o se infringió la seguri-
dad o soberanía del Estado requerido74.

v.	 De acuerdo con un trust el litigio debía haberse resuelto por un tribunal distinto del Estado 
de origen75.

Además, conforme al artículo 4.3 del Convenio, una sentencia no podrá ser reconocida si no pro-
duce efectos en el Estado de origen, ni ejecutada en el Estado requerido si no es ejecutoria en el 
Estado de origen76.

El reconocimiento o ejecución de una sentencia podrá, facultativamente, rechazarse o posponerse 
si todavía no es firme, según el artículo 4.4 del Convenio77.

Estas causas de denegación del reconocimiento son similares a las previstas en el Convenio de La 
Haya de 2005 y están formuladas en general de forma más acotada que las previstas en la LCJI y 
menos amplia que las previstas en el Reglamento 1215. En efecto, el Convenio de La Haya de 2019 
permite en algunos supuestos el reconocimiento de sentencias que podrían no ser reconocidas de 
acuerdo con el régimen de la LCJI. 

Sin perjuicio de ello, en virtud del artículo 15 del Convenio, un juez español, en teoría, podría 
reconocer y ejecutar una sentencia del Reino Unido (o cualquier otro Estado al que resulte de apli-
cación del Convenio) si considera que, a pesar de concurrir alguna de las causas de denegación 
del reconocimiento y la ejecución que se acaban de indicar, o no darse alguno de los presupuestos 
para la ejecución expuestos en el apartado 3.3.2 anterior de este artículo, la resolución es firme y 

71  Artículo 7.1.(f) del Convenio.

72  Artículo 7.2 del Convenio, que prevé expresamente la posibilidad de que el tribunal ante el que se solicita el exequatur lo posponga por esta razón y 
la posibilidad de volver a solicitar el exequatur si es denegado por este motivo.

73  GARCIMARTÍN, Francisco y SAUMIER, Geneviève (2020). Explanatory Report on the Convention of 2 July 2019 on the Recognition and Enforcement 
of Foreign Judgments in Civil or Commercial Matters. The Hague: HCCH, pp. 119 y 120, párrafo 261.

74  Artículo 7.1.(c) del Convenio.

75  Artículo 7.1.(d) del Convenio.

76  El Convenio de La Haya de 2005 se pronuncia en el mismo sentido en su artículo 8.3.

77  Que prevé expresamente la posibilidad de volver a solicitar el exequatur si es denegado por este motivo. El Convenio de La Haya de 2005 se 
pronuncia en el mismo sentido en su artículo 8.4.
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no concurre ninguna de las causas de denegación del reconocimiento previstas en el artículo 46 
de la LCJI.

Todo ello salvo si la sentencia versa sobre derechos reales sobre inmuebles (distintos de arren-
damientos no residenciales de bienes inmuebles situados en la Unión Europea). En ese supuesto 
solo podrá será reconocida y ejecutada si esos inmuebles están situados en el Estado de origen, 
en virtud del artículo 6 del Convenio78.

A la fecha de redacción de este artículo no hay constancia de resoluciones judiciales españolas 
que apliquen o interpreten el Convenio de La Haya de 2019. En cualquier caso, hasta la fecha solo 
podría haberlas en relación con sentencias dictadas en Ucrania y Uruguay, que son los únicos Es-
tados no miembros de la Unión Europea para los que el Convenio está en vigor por el momento 
(pues, como se ha indicado, el Convenio no entrará en vigor para el Reino Unido hasta el 1 de 
julio de 2025)79. 

Además, habrá que estar al resultado de las cuestiones prejudiciales que los Estados miembros de 
la Unión puedan plantear ante el Tribunal Superior de Justicia de la Unión Europea en relación 
con la aplicación del Convenio80. Tampoco hay constancia de que exista por el momento alguna 
resolución de esa clase.

4.	 Conclusiones

Conforme a lo expuesto, el Convenio de La Haya de 2019 podrá facilitar en algunos supuestos el 
reconocimiento y la ejecución en la Unión Europea de sentencias dictadas en el Reino Unido. 

Lo anterior en la medida en que el Convenio será de aplicación a determinadas sentencias del 
Reino Unido (aquellas que se dicten en procedimientos iniciados con posterioridad al 1 de julio de 
2025 y entren dentro del ámbito de aplicación del Convenio) que, en ausencia del Convenio, solo 
podrían ser reconocidas al amparo de la LCJI (que contiene causas de denegación del reconoci-
miento algo más estrictas que las recogidas en el Convenio).

Sin embargo, el Convenio no excluye la necesidad de exequatur y, por tanto, no parece que su 
entrada en vigor vaya a suponer un cambio sustancial a la hora de reconocer y ejecutar en España 
las sentencias en cuestión. 

78  Vid. artículos 15 y 6 del Convenio y apartado 2 de este artículo. En el mismo sentido, GARCIMARTÍN, Francisco y SAUMIER, Geneviève (2020). 
Explanatory Report on the Convention of 2 July 2019 on the Recognition and Enforcement of Foreign Judgments in Civil or Commercial Matters. The Hague: 
HCCH, párrafo 326; SÁNCHEZ FERNÁNDEZ, Sara (2021). El convenio de La Haya de reconocimiento y ejecución de sentencias: arquitectura y algunos 
problemas seleccionados. Revista Española de Derecho Internacional, vol. 73, 1, p. 236, nota al pie 11.

79  El Convenio entró en vigor para Ucrania el 1 de septiembre de 2023 y para Uruguay el 1 de octubre de 2024. Ha sido firmado también por Albania, 
Costa Rica, Estados Unidos, Rusia, Israel, Kosovo, Macedonia del Norte, Montenegro y Reino Unido. De esos Estados, solo Albania, Montenegro y el Reino 
Unido lo han ratificado hasta la fecha; el Convenio entrará en vigor para Albania y Montenegro el 1 de marzo de 2026, y para el Reino Unido el 1 de julio 
2025.

80  WILDERSPIN, Michael y VYSOKA, Lenka (2020). The 2019 Hague Judgments Convention through European lenses. NIPR, 2020 Alf. 1, p. 46.
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Además, el Convenio no cubre todas las materias incluidas en el ámbito de aplicación del Con-
venio de Bruselas I-BIS. En consecuencia, muchas de las sentencias que se dicten tras la entrada 
en vigor del Convenio para el Reino Unido deberán continuar siendo reconocidas y ejecutadas al 
amparo de la LCJI, si bien —como ya se ha apuntado81— la LCJI es un instrumento que garantiza 
suficientemente el reconocimiento de sentencias extranjeras y existe una tendencia en los tribu-
nales españoles a otorgarlo.

No obstante, el Convenio proporciona certeza a los distintos actores en el plano internacional, 
pues les permite tener una noción de las causas por las que una sentencia dictada en Reino Unido 
(y no cubierta por el Convenio de La Haya de 2005, en materia de cláusulas de sumisión exclusiva) 
podría no ser reconocida o ejecutada en España, sin necesidad de conocer el derecho español ni 
en concreto la LCJI. 

Lo anterior es particularmente relevante en relación con las sentencias dictadas al amparo de 
cláusulas de sumisión no exclusiva, que son muy comunes en contratos frecuentemente enjuicia-
dos por tribunales del Reino Unido.

81  LÓPEZ DE ARGUMEDO PIÑEIRO, Álvaro; MARTÍNEZ ÁLVAREZ, Atenea (2020). El reconocimiento y ejecución en España de resoluciones judiciales 
dictadas en Reino Unido tras el Brexit. Actualidad Jurídica Uría Menéndez, 54, p. 122.

https://intranet01/Biblioteca/es/Articulos/Details?id=169234
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Anexo I

Para que una sentencia pueda ser reconocida de conformidad con el Convenio de La Haya de 
2019 debe cumplirse alguna de las condiciones expuestas en la siguiente tabla:

Condición Artículo Salvedades

1. El demandado en sede 
de exequatur: 

Ha tenido su residencia habitual en 
el Estado de origen en el momento 
en que se constituyó en parte en el 
procedimiento de origen

5.1.(a)

Ha presentado la demanda que dio lugar 
a la sentencia objeto de exequatur

5.1.(c) Una reconvención no es 
considerada demanda a estos 
efectos

Ha tenido una sucursal, agencia o 
establecimiento sin personalidad jurídica 
propia sobre cuyas actividades verse 
la sentencia objeto de exequatur en 
el Estado de origen en el momento 
en que se constituyó en parte en el 
procedimiento de origen

5.1.(d)

Ha aceptado expresamente la 
competencia del tribunal de origen en el 
procedimiento de origen

5.1.(e) Si el demandado en sede de 
exequatur es un consumidor 
en materias relativas a un 
contrato de consumo, o 
un trabajador en materias 
relativas a un contrato de 
trabajo, solo es de aplicación 
si el consentimiento se prestó 
ante el tribunal (ex art. 
5.1.2.(a))

Ha aceptado tácitamente la competencia 
del tribunal de origen en el 
procedimiento de origen

5.1.(f) No es de aplicación cuando 
el demandado en sede de 
exequatur sea un consumidor 
en materias relativas a un 
contrato de consumo, o 
un trabajador en materias 
relativas a un contrato de 
trabajo (ex art. 5.1.2.(b))

En caso de ser una persona física, 
ha tenido el centro principal de sus 
negocios sobre cuyas actividades verse 
la sentencia objeto de exequatur en 
el Estado de origen en el momento 
en que se constituyó en parte en el 
procedimiento de origen

5.1.(b)
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Condición Artículo Salvedades

2. La sentencia objeto de 
exequatur verse sobre:

Una 
obligación 
contractual

que debía ejecutarse en 
el Estado de origen

5.1.(g) No es de aplicación cuando 
el demandado en sede de 
exequatur sea un consumidor 
en materias relativas a un 
contrato de consumo, o 
un trabajador en materias 
relativas a un contrato de 
trabajo (ex art. 5.1.2.(b))

garantizada por un 
derecho real sobre un 
inmueble situado en el 
Estado de origen 

5.1.(l) Siempre que en el 
procedimiento de origen se 
haya demandado al obligado 
principal también en relación 
con ese derecho real

El arrendamiento de un inmueble 
situado en el Estado de origen

5.1.(h) La Unión Europea ha 
declarado que no aplicará el 
Convenio a los arrendamientos 
no residenciales de bienes 
inmuebles situados en la 
Unión Europea

Un trust Y el tribunal de origen 
estuviera designado 
como competente (en 
el momento del inicio 
del procedimiento 
de origen) en 
el instrumento 
constitutivo del trust 
(no necesariamente de 
forma expresa)

5.1.(k)

El Estado de origen 
estuviera designado 
expresa o tácitamente 
como aquel en que 
el trust tenía su 
administración principal

Una 
reconvención

Que derive de la misma 
relación jurídica o 
hechos que la demanda

5.1.(l)(i)

Que haya sido 
desestimada 

5.1.(l)(ii) Salvo que el derecho del 
Estado de origen exigiera 
el planteamiento de la 
reconvención para evitar 
la preclusión de la acción 
ejercitada por esa vía
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Condición Artículo Salvedades

3. Que el tribunal del Estado de origen haya sido designado por las 
partes por un medio distinto a un acuerdo exclusivo de elección del 
foro

5.1.(m) No es de aplicación cuando 
el demandado en sede de 
exequatur sea un consumidor 
en materias relativas a un 
contrato de consumo, o 
un trabajador en materias 
relativas a un contrato de 
trabajo (ex art. 5.1.2.(b))

Primera excepción: la sentencia versa sobre arrendamiento de 
inmuebles destinados a vivienda o sobre la inscripción registral de 
inmuebles

5.3 La sentencia solo será 
reconocida y ejecutada si esos 
inmuebles están situados en el 
Estado de origen

Segunda excepción: la sentencia versa sobre derechos reales sobre 
inmuebles como objeto principal

6
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Anexo II

El Convenio de La Haya de 2019 prevé las siguientes causas de denegación del reconocimiento y 
la ejecución:

Causa Artículo Salvedades

1. El documento 
que dio inicio al 
procedimiento 
de origen

No fue notificado al demandado en forma y plazo que le 
permitiera preparar su defensa (salvo que el demandado 
hubiera aceptado tácitamente la competencia del Estado de 
origen)

7.1.(a)(i) La aceptación tácita 
de la competencia 
será irrelevante si 
la legislación del 
Estado de origen no 
permite impugnar la 
notificación

Fue notificado al demandado en el Estado requerido de 
forma contraria a los principios fundamentales del Estado 
requerido

7.1.(a)(ii)

2. La sentencia 
objeto de 
exequatur

Fue obtenida con fraude 7.1.(b)

Otorga daños y perjuicios no destinados a indemnizar a una 
parte por el perjuicio que haya podido sufrir (por ejemplo, 
daños punitivos o ejemplarizantes)

10 Que prevé la 
posibilidad 
de reconocer 
parcialmente los 
daños incluidos en  
la sentencia

Se 
fundamenta 
en una 
decisión sobre 
una cuestión 
preliminar 

Fuera del ámbito objetivo del Convenio 8.2

Sobre derechos reales sobre inmuebles que 
ha sido decidida por un tribunal distinto del 
Estado donde se sitúan los inmuebles en 
cuestión

Es 
incompatible 
con una 
sentencia 
dictada

En el Estado requerido en un litigio entre 
las mismas partes (no necesariamente 
en relación con el mismo objeto ni de 
forma previa a la sentencia objeto de 
reconocimiento)

7.1.(e)

Previamente en otro Estado en un litigio (a) 
entre las mismas partes, (b) con el mismo 
objeto, y (c) que cumpla las condiciones 
para ser reconocida en el Estado requerido

7.1.(f)

No produce efectos en el Estado de origen (o, si lo que se 
pretende es su ejecución, no es ejecutoria en el Estado de 
origen) 

4.3

No es firme 4.4 El Convenio prevé 
expresamente 
la posibilidad de 
volver a solicitar 
el exequatur si es 
denegado por este 
motivo
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Causa Artículo Salvedades

3. Existe un procedimiento pendiente (a) en el Estado requerido, (b) 
iniciado antes que el procedimiento de origen, (c) entre las mismas partes 
del procedimiento de origen, (d) sobre el mismo objeto, y (e) que está 
estrechamente vinculado con el procedimiento de origen

7.2

4. El reconocimiento o la ejecución son manifiestamente incompatibles con el 
orden público del Estado requerido

7.1.(c)

5. De acuerdo con un trust el litigio debía haberse resuelto por un tribunal 
distinto del Estado de origen

7.1.(d)


